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PROYECTO DE LEY NÚMERO 163 DE 2016 
SENADO

por medio de la cual se expide la ley del actor para  
garantizar los derechos laborales, culturales y de 

autor de los actores y actrices en Colombia.

CAPÍTULO I

Objeto, ámbito de aplicación y definiciones 

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por ob-
jeto establecer un conjunto de medidas que garanticen 
el ejercicio de la actuación como una profesión en Co-
lombia, protegiendo los derechos laborales, culturales 
y de autor de los actores y actrices en sus creaciones, 
conservación, desarrollo y difusión de su trabajo y 
obras artísticas.

Artículo 2°. Ámbito de la ley. La presente ley regula 
lo concerniente a la actuación como profesión, derechos 
laborales y oportunidades de empleo, derechos de autor, 
difusión del trabajo de los actores y régimen sancionato-
rio, entre otros; brindando herramientas para dignificar 
esta labor por sus aportes culturales a la nación.

Parágrafo. La presente ley rige para todo tipo de 
producciones o actividades que requieran de actores y 
actrices para su realización, bien sean escénicas, tea-
trales, audiovisuales, sonoras o de doblaje. 

Artículo 3°. Actor o actriz. Se considera actor para 
efectos de esta ley, aquel creador que se sirve de su cuer-
po, su voz, su intelecto y su capacidad histriónica para 
crear personajes e interpretaciones en producciones tea-
trales y todo tipo de expresiones artísticas y realizaciones 
audiovisuales, radiales y demás medios. El actor o actriz 
es titular de derechos morales y patrimoniales de autor. 

Artículo 4°. Actor profesional. Para efectos de esta 
ley se entiende por actor profesional aquel actor o ac-
triz que acredite alguno de los siguientes requisitos:

i) Título profesional de maestro en artes escénicas
o títulos afines;

ii) Experiencia de trabajo actoral mayor de diez
(10) años acumulados y certificados en cualquier me-
dio escénico o audiovisual, avalada por el Comité de
Acreditación Actoral;

iii) Combinación entre educación informal, técni-
ca o tecnológica y, experiencia de trabajo actoral mí-
nimo de cinco (5) años acumulados y certificados en 
cualquier medio escénico o audiovisual, avalada por el 
Comité de Acreditación Actoral.

Artículo 5°. Ensayo, caracterización, actividad pre-
paratoria y conexa a la creación de personajes. Es toda 
actividad propia de la actuación, mediante la cual el 
actor o actriz prepara la creación o caracterización del 
personaje, ensaya la realización de la obra, investiga, 
estudia, memoriza guiones y realiza cualquier otra acti-
vidad relacionada con el mismo, en el lugar de trabajo 
y fuera de él. 

Artículo 6°. Creaciones artísticas como patrimo-
nio cultural. Las creaciones artísticas de los actores, 
como agentes generadores de patrimonio cultural de 
la nación, contribuyen a la construcción de identidad 
cultural y memoria de la nación. De acuerdo con lo an-
terior, el trabajo de los actores profesionales debe ser 
protegido y sus derechos garantizados por el Estado. 
Las producciones dramáticas en cine, televisión, teatro 
y otras formas de lenguaje escénico o audiovisual son 
bienes de interés cultural.

Artículo 7°. Roles en creaciones artísticas. Entién-
dase por creaciones artísticas: 

– Rol protagónico: Personaje interpretado por un
actor o actriz, alrededor del cual gira la trama central 
de la producción.

– Rol coprotagónico o antagónico: Personaje inter-
pretado por un actor o actriz que, teniendo su propia 
historia dentro de la trama, esta gira alrededor de los 
protagonistas.

INFORME DE CONCILIACION DEL PROYECTO DE LEY NÚMERO 469 DE 2021 SENADO 
- 451 DE 2020 CÁMARA

por medio del cual la Nación se asocia a la conmemoración de los 170 años de fundación del municipio  
de Jericó en el departamento de Antioquia, rinde homenaje a sus habitantes y se dictan otras disposiciones.

INFORME DE CONCILIACION DEL PROYECTO DE LEY NO. 
469/2021SENADO– 451/2020CAMARA “POR MEDIO DEL CUAL LA NACIÓN 
SE ASOCIA A LA CONMEMORACIÓN DE LOS 170 AÑOS DE FUNDACIÓN 
DEL MUNICIPIO DE JERICÓ EN EL DEPARTAMENTO DE ANTIOQUIA, 
RINDE HOMENAJE A SUS HABITANTES Y SE DICTAN OTRAS 
DISPOSICIONES”. 

Bogotá D.C., 17 de mayo de 2022 

Doctor 
JUAN DIEGO GOMEZ 
Presidente  
Senado de la República 

Doctora 
JENNIFFER KRISTIN ARIAS 
Presidente 
Cámara de Representantes 

Referencia: Informe de Conciliación al Proyecto de Ley No. 469/2021SENADO – 
451/2020CÁMARA “Por medio del cual la nación se asocia a la conmemoración de 
los 170 años de fundación del municipio de Jericó en el departamento de Antioquia, 
rinde homenaje a sus habitantes y se dictan otras disposiciones”. 

Respetados presidentes: 

En atención de lo dispuesto por el artículo 161 de la Constitución Política, los 
artículos 186, 187 y 188 de la Ley 5 de 1.992 y la honrosa designación que nos hicieran 
las Mesas Directivas de ambas células legislativas, de manera atenta nos permitimos 
rendir informe de conciliación del proyecto de la referencia.  

Tras la revisión de los textos aprobados por las Plenarias de ambas Cámaras 
Legislativas, se evidenciaron diferencias en los textos correspondientes al artículo 3º 
del Proyecto, en razón al pliego de modificación aprobado en tercer debate, en la 
Comisión Segunda Constitucional Permanente y Plenaria del Senado.   

Como soporte de esta decisión, a continuación, se expone un cuadro con los artículos 
aprobados en cada cámara las modificaciones que se presentaron y el texto 
conciliado.  



Página 2	 Martes, 17 de mayo de 2022	 Gaceta del Congreso  523

 
De conformidad con lo anterior, nos permitimos solicitarles de manera respetuosa a 
las Honorables Plenarias del Senado de la República y de la Cámara de 
Representantes aprobar el texto conciliado, que acoge integralmente el aprobado en 
la primera de las Cámaras.  
 

TEXTO APROBADO 
EN LA PLENARIA DE 
LA CAMARA DE 
REPRESENTANTES 
 

TEXTO APROBADO EN 
LA PLENARIA  DEL 
SENADO DE LA 
REPUBLICA. 

TEXTO CONCILIADO 

TÍTULO:  
 
“POR MEDIO DE LA 
CUAL LA NACIÓN SE 
ASOCIA A LA 
CONMEMORACIÓN DE 
LOS 170 AÑOS DE 
FUNDACIÓN DEL 
MUNICIPIO DE JERICÓ 
EN EL 
DEPARTAMENTO DE 
ANTIOQUIA, RINDE 
HOMENAJE A SUS 
HABITANTES Y DICTA 
OTRAS 
DISPOSICIONES”.  

TÍTULO:  
 
“POR MEDIO DE LA 
CUAL LA NACIÓN SE 
ASOCIA A LA 
CONMEMORACIÓN DE 
LOS 170 AÑOS DE 
FUNDACIÓN DEL 
MUNICIPIO DE JERICÓ 
EN EL DEPARTAMENTO 
DE ANTIOQUIA, RINDE 
HOMENAJE A SUS 
HABITANTES Y DICTA 
OTRAS 
DISPOSICIONES”. 

Igual 

ARTÍCULO 1. La Nación 
se asocia a la 
conmemoración de los 
170 años fundación del 
municipio de Jericó en el 
departamento de 
Antioquia, hecho que 
sucedió el 28 de 
septiembre de 1850 y 
rinde homenaje público a 
sus habitantes. 

ARTÍCULO 1. La Nación 
se asocia a la 
conmemoración de los 170 
años fundación del 
municipio de Jericó en el 
departamento de 
Antioquia, hecho que 
sucedió el 28 de 
septiembre de 1850 y 
rinde homenaje público a 
sus habitantes. 

Igual 

ARTÍCULO 2. La Nación 
hace un reconocimiento 
al municipio de Jericó en 
el departamento de 
Antioquia por ser 

ARTÍCULO 2. La Nación 
hace un reconocimiento al 
municipio de Jericó en el 
departamento de 
Antioquia por ser 

igual 
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municipio pionero en 
temas culturales en el 
suroeste Antioqueño, 
resalta su vocación 
cultural, religiosa, 
artesanal, turística, 
agrícola y la creatividad 
de sus habitantes. 

municipio pionero en 
temas culturales en el 
suroeste Antioqueño, 
resalta su vocación 
cultural, religiosa, 
artesanal, turística, 
agrícola y la creatividad 
de sus habitantes. 

ARTÍCULO 3. 
Autorícese al Gobierno 
Nacional para que, de 
acuerdo a lo establecido 
en la Constitución y la 
Ley, asigne en el 
Presupuesto General de 
la Nación e impulse a 
través del Sistema de 
Cofinanciación las 
partidas presupuestales 
necesarias con el fin de 
adelantar proyectos, 
obras de infraestructura 
y actividades de interés 
público y social en 
beneficio del municipio 
de Jericó en el 
departamento de 
Antioquia:  

1. Proyecto de
ampliación de museo
MAJA.
2. Proyecto de 
terminación de vía 
circunvalar “Santiago 
Santamaría". 
3. Proyecto de
recuperación de vías
urbanas.

ARTÍCULO 3. 
Autorícese al Gobierno 
Nacional para que, de 
acuerdo a lo establecido 
en la Constitución y la 
Ley, asigne en el 
Presupuesto General de 
la Nación e impulse a 
través del Sistema de 
Cofinanciación las 
partidas presupuestales 
necesarias con el fin de 
llevar a cabo obras para la 
ampliación del Museo 
Arqueológico MAJA, del 
municipio de Jericó. 

Se acoge texto de 
Senado 

Artículo 4°. Autorícese al 
Gobierno Nacional para 
celebrar los contratos y 

Artículo 4°. Autorícese al 
Gobierno Nacional para 
celebrar los contratos y 

Igual 
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convenios 
interadministrativos 
necesarios entre la 
Nación y el municipio de 
Jericó, así como para 
realizar los créditos y 
traslados presupuestales 
a que haya lugar.  

convenios 
interadministrativos 
necesarios entre la Nación 
y el municipio de Jericó, 
así como para realizar los 
créditos y traslados 
presupuestales a que 
haya lugar.  

Artículo 5°. La presente 
Ley rige a partir de la 
fecha de su 
promulgación. 

Artículo 5°. La presente 
Ley rige a partir de la 
fecha de su 
promulgación. 

igual 

TEXTO CONCIALIADO DEL PROYECTO LEY 469/2021SEN, 451/2020CÁM. 
“POR MEDIO DE LA CUAL LA NACIÓN SE ASOCIA A LA CONMEMORACIÓN 
DE LOS 170 AÑOS DE LA FUNDACIÓN DEL MUNICIPIO DE JERICÓ EN EL 
DEPARTAMENTO DE ANTIOQUIA, RINDE HOMENAJE A SUS HABITANTES Y 
SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES” 

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA 
DECRETA: 

Artículo 1°. La Nación se asocia a la conmemoración de los 170 años fundación del municipio 
de Jericó en el departamento de Antioquia, hecho que sucedió el 28 de septiembre de 1850 y 
rinde homenaje público a sus habitantes.  

Artículo 2°. La Nación hace un reconocimiento al municipio de Jericó en el departamento de 
Antioquia por ser municipio pionero en temas culturales en el suroeste Antioqueño, resalta 
su vocación cultural, religiosa, artesanal, turística, agrícola y la creatividad de sus 
habitantes.  

Artículo 3°. Autorícese al Gobierno Nacional para que, de acuerdo a lo establecido en la 
Constitución y la Ley, asigne en el Presupuesto General de la Nación e impulse a través del 
Sistema de Cofinanciación las partidas presupuestales necesarias con el fin llevar a cabo 
obras para la ampliación del Museo Arqueológico MAJA, del municipio de Jericó.  
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Artículo 4°. Autorícese al Gobierno Nacional para celebrar los contratos y convenios 
interadministrativos necesarios entre la Nación y el municipio de Jericó, así como para 
realizar los créditos y traslados presupuestales a que haya lugar. 

Artículo 5°. La presente Ley rige a partir de la fecha de su promulgación.

De los Honorables Senadores, 

PAOLA HOLGUÍN      
Senadora de la República 
Conciliadora

MAURICIO PARODI
Representante a la Cámara
Conciliador
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C O N C E P T O S  J U R Í D I C O S
CONCEPTO JURÍDICO DE LA ASOCIACIÓN NACIONAL DE EMPRESARIOS  

DE COLOMBIA PROYECTO DE LEY NÚMERO 251 DE 2021 SENADO

por medio del cual se busca suscribir el Acuerdo Regional de Escazú.

  
Acuerdo de Escazú 

(Proyecto de Ley No. 251 de 2021 Senado) 
  
La Asociación Nacional de Empresarios de Colombia (ANDI), inspirada en el bien común, 
en la democracia participativa y en la búsqueda del mayor desarrollo y beneficio social 
para los colombianos, manifiesta su preocupación frente a la aprobación del Acuerdo 
Regional de Escazú sobre acceso a la información, participación pública y acceso a la 
justicia en asuntos ambientales, en el marco de los derechos humanos. 
  
Colombia es un país destacado por su amplia protección al medio ambiente y por contar 
en su ordenamiento jurídico con disposiciones sobre acceso a la información, 
participación pública y acceso a la justicia, como lo detallaremos más adelante. 
Incluso nuestra legislación establece derechos y garantías más favorables que las 
planteadas en el Acuerdo de Escazú. Un ejemplo de esto, es el acceso a la información 
ambiental. Mientras que el Acuerdo consagra un plazo de 30 días hábiles para obtener 
una respuesta de las autoridades a las peticiones ciudadanas, nuestra legislación en la 
Ley 99 de 1993 establece un plazo de 10.  
  
La aprobación de un tratado multilateral es un tema delicado que requiere un análisis 
profundo sobre las incidencias políticas que conlleva al Estado Colombiano el trasladar 
decisiones internas al ámbito internacional. En otras palabras, a la cesión de su soberanía 
en asuntos que hoy tiene caminos claros y expeditos de resolución en el marco 
institucional interno colombiano. 
 
Tenemos experiencias dolorosas y costosas de obligatorio cumplimiento en observancia 
de tratados, como la sentencia de las Corte Internacional de Justicia ante una demanda 
de Nicaragua por la interpretación de la delimitación marítima entre ambos países. Así 
mismo, la limitación por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, a la acción 
sancionadora de órganos de control colombianos, ante infracciones de funcionarios 
públicos de libre elección popular. 
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A continuación, presentamos nuestros comentarios con relación al Acuerdo: 
  
1. Acceso a la información: 
  
El artículo 20 de la Constitución, garantiza el derecho a recibir información certera e 
imparcial. En esa misma línea, la Ley 1712 de 2014 desarrolla dicho derecho, 
estableciendo que, toda información, en posesión, bajo control o custodia de un sujeto 
obligado, es pública y no podrá ser reservada o limitada sino por disposición 
constitucional o legal, lo cual también aplica para los privados que desempeñen funciones 
o administren recursos públicos. 
  
Pero el ordenamiento jurídico no solo se ocupa de regular el derecho de acceso a la 
información. Adicional a ello, el artículo 23 de la Constitución consagra la posibilidad de 
reclamar de una manera efectiva ese derecho, mediante la presentación de solicitudes 
de información (derecho fundamental de petición) ante las autoridades por motivos de 
interés general o particular. Mediante este derecho se puede solicitar: 
- el reconocimiento de un derecho,  
- la intervención de una entidad o funcionario, 
- la resolución de una situación jurídica,  
- la prestación de un servicio, 
- la consulta o el examen de información,  
-  las copias de documentos,  
- formular consultas, quejas, denuncias y reclamos, e  
- interponer recursos. 
  
Según la Ley 1755 de 2015, el término general de respuesta al derecho de petición 
es de 15 días, salvo que verse sobre documentos e información, caso en el cual deberán 
resolverse en 10 días; o en relación con las materias a cargo de alguna entidad, las 
cuales tendrán un término de 30 días. En materia ambiental, dicha petición debe ser 
respondida en 10 días hábiles, de acuerdo con el artículo 74 de la Ley 99 de 1993. 
 
Al ser el derecho de petición un derecho fundamental es gratuito y sin necesidad de 
representación a través de un abogado, además se puede proteger mediante la acción 
de tutela, lo cual les permite a los ciudadanos, especialmente a las personas o grupos en 
situación de vulnerabilidad, reclamar de manera judicial los derechos de acceso a la 
información y petición. 
  
Los órganos encargados de dar garantía a este derecho y de vigilar por su cumplimiento, 
además de la Corte Constitucional, son la Defensoría del Pueblo y la Procuraduría 
General de la Nación. 
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Según el Artículo 25 de la Ley 1755 de 2015 el rechazo de las peticiones de 
información debe ser motivado, indicando en forma precisa las disposiciones legales 
que impiden la entrega de información o documentos pertinentes y deberá notificarse al 
peticionario. 
  
El ordenamiento jurídico colombiano dispone que, en caso de no poseer la información, 
la autoridad competente deberá informar al interesado dentro de los 5 días siguientes a 
la recepción, y comunicará a la entidad que tenga la información para que dé respuesta. 
 
En conclusión, el país cuenta con los medios que dan garantía de acceso al derecho a 
la información de los ciudadanos en materia ambiental, puesto que no simplemente se 
limita a consagrarlos, sino que entrega herramientas para hacer efectiva su exigencia. 
  
2. Participación Pública: 
  
Por una parte, el ordenamiento jurídico colombiano brinda una participación amplia 
en materia ambiental. 
 
El artículo 2 de la Constitución señala que uno de los fines esenciales del Estado es 
“facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan”. En ese orden de 
ideas, dentro de los mecanismos existentes, la norma constitucional contiene las bases 
de dicha participación contenidos en los artículos 79, 88 y 330, los que consagran, en su 
orden: 
(i) la participación de la comunidad en las decisiones ambientales que puedan afectarla, 
(ii) las acciones populares para la protección del derecho colectivo al ambiente sano y  
(iii) la consulta a las comunidades indígenas en la explotación de los recursos naturales. 
  
Como ejemplos de mecanismos de participación ciudadana que consagra nuestra 
legislación tanto en las instancias administrativas como en las jurisdiccionales están el 
derecho a intervenir en las actuaciones administrativas ambientales, el derecho 
de petición, la audiencia pública ambiental, la consulta previa, entre otros. 
  
El artículo 69 de la Ley 99 de 1993 contiene el derecho de cualquier persona natural o 
jurídica a intervenir en las actuaciones administrativas iniciadas para la expedición, 
modificación o cancelación de permisos o licencias de actividades que afecten o puedan 
afectar el medio ambiente, o para la imposición o revocación de sanciones por el 
incumplimiento de las normas y regulaciones ambientales. 
 
El Decreto 330 del 8 de febrero de 2008 regula las audiencias públicas ambientales, por 
medio del cual la comunidad en general, las organizaciones sociales, entidades públicas 
y privadas y demás interesados, pueden presentar sus argumentos, opiniones e 



Gaceta del Congreso  523	 Martes, 17 de mayo de 2022	 Página 9

inquietudes de carácter ambiental, social, técnico y jurídico relacionados con las medidas 
e impactos del manejo de un proyecto que requiera de licencia ambiental, plan de manejo 
ambiental o permisos ambientales para el uso y aprovechamiento de recursos 
ambientales. 
  
El derecho fundamental a la Consulta Previa está regulado por el Convenio 169 de la 
Organización Internacional del Trabajo (OIT) sobre pueblos indígenas y tribales, la Ley 
99 de 1993, el Decreto 2613 de 2013, las Directivas Presidenciales 01 de 2010 y 10 de 
2013 y la jurisprudencia de la Corte Constitucional. Este derecho, que tienen los pueblos 
indígenas y los demás grupos étnicos, busca proteger su integridad cultural, social y 
económica y garantizar el derecho a la participación cuando se toman medidas 
(legislativas y administrativas) o cuando se vayan a realizar proyectos, obras o 
actividades dentro de sus territorios. Además, permite que sean consultados de manera 
previa al pronunciamiento de la autoridad sobre la viabilidad en materia ambiental del 
proyecto en cuestión. 
  
Por otra parte, nuestra legislación consagra otros mecanismos para promover la 
participación del público en procesos de toma de decisiones como son el voto, 
la iniciativa popular legislativa, el referendo, la consulta popular, el cabildo abierto y 
la revocatoria del mandato. 
  
En conclusión, el país cuenta con los medios idóneos para la participación pública en 
temas ambientales. 
  
3. Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales: 
  
Con relación al acceso a la justicia en materia ambiental, la Ley 472 de 1998 desarrolla 
las acciones populares y de grupo. En ese orden de ideas, estos mecanismos son el 
medio de protección para los derechos colectivos, y buscan evitar el daño 
contingente, hacer cesar el peligro, la amenaza, la vulneración o agravios sobre los 
derechos e intereses colectivos. 
 
En cuanto a las acciones de grupo, estas pueden ser interpuestas por un grupo de 
personas, que reúnan condiciones uniformes respecto de una misma causa que origina 
perjuicios individuales, y busca el reconocimiento y pago de indemnización de perjuicios. 
Ambas acciones buscan la protección de los derechos colectivos, dentro de los cuales se 
encuentra el derecho a gozar de un ambiente sano. 
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4. Implicaciones de aprobar el Acuerdo: 
  
Ahora, es importante analizar las implicaciones de ratificar el Acuerdo porque llevaría a 
que el Estado colombiano ceda soberanía ante órganos internacionales para la 
resolución de controversias que bien pueden atenderse internamente y a la medición y 
calificación de sus comportamientos. 
 
Siendo la CEPAL, una institución que se ha orientado a otros asuntos diversos a los 
ambientales y que no cuenta con órganos de deliberación y control del Acuerdo que 
ha promovido, por ser su primera experiencia, conviene preguntarse cómo funcionará 
en el futuro su papel, en particular en lo referido a que en tal institución “las partes 
contarán con un centro de intercambio de información de carácter virtual y de acceso 
universal sobre los derechos de acceso” Art 12). Igualmente, la manera como el Comité 
de Apoyo a la Aplicación y Cumplimiento del Acuerdo, haría “el examen del cumplimiento 
de las disposiciones del presente Acuerdo.... asegurando una participación significativa 
del público...” (Art 18). 
 
Las incertidumbres planteadas no permitirían dar tranquilidad en la aprobación de 
este tratado internacional.  
 
Colombia, que no participó en la elaboración del acuerdo y por ello su vinculación con el 
mismo no es absoluta, a su vez ya ha hecho una manifestación de simpatía internacional 
con el acuerdo al firmarlo el gobierno a finales de 2019, para acompañar el propósito de 
que los estados de la región de américa latina y el caribe cuenten con instrumentos para 
dotar de información, participación y acceso a la justicia a los ciudadanos en los asuntos 
ambientales. ello no significa que tenga que aprobar el acuerdo. la ratificación puede 
surtirse en cualquier tiempo y ahora no resulta conveniente ni necesario que el congreso 
de la republica lo haga porque, como se ha dicho, el Estado colombiano cuenta con 
amplios instrumentos en la ley y en la práctica para la información, participación y 
acceso a la justicia de los colombianos. 
 
El Acuerdo de Escazú no contiene un estándar claro de cumplimiento. Además, la 
participación ambiental, por sí misma, sería considerada como un derecho humano 
fundamental, lo cual derivaría, en el ámbito interno, a que el Acuerdo haga parte del 
bloque de constitucionalidad y, en el ámbito externo, en el ejercicio de acciones 
contra el Estado colombiano ante tribunales internacionales de derechos humanos, 
que implicarían riesgos y contingencias innecesarias para el Estado colombiano. 
  
Por otra parte, la aprobación de este Acuerdo generaría incertidumbres como las 
descritas e inestabilidad jurídica en el país afectando las inversiones y el desarrollo 
económico y social de las poblaciones de nuestro territorio nacional. 
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 Conclusión: 
  
Por las razones expuestas anteriormente, solicitamos respetuosamente que no se 
ratifique el Acuerdo y se opte por el archivo del proyecto de ley por medio del cual 
se busca suscribir el Acuerdo Regional de Escazú. 
 
  
Cordialmente, 
  
  
 
ALBERTO ECHAVARRÍA SALDARRIAGA 
Vicepresidente de Asuntos Jurídicos  
 
Mayo de 2022 
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CONCEPTO JURÍDICO DE LA UNIVERSIDAD DEL ROSARIO PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 251 DE 2021 SENADO

sobre las razones de conveniencia para Colombia de la ratificación del Acuerdo de Escazú.

1 Colombo, G. (2018). El Acuerdo Escazú: La Implementación Del Principio 10 De Río En América Latina Y 
El Caribe. Revista Catalana de Dret Ambiental, IX(1), 1-66. https://doi.org/10.17345/rcda2412
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2 Ver por ejemplo: - El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, adoptado el 16 de 
diciembre de 1966, establece disposiciones relativas a los derechos a la participación y a la justicia aplicables a 
los asuntos de derechos humanos y en consecuencia, a los asuntos ambientales. Fue ratificado en el país a través 
de la Ley 74 de 1968.  
- La Convención Relativa a los Humedales de Importancia Internacional, especialmente como Hábitat 
de Aves Acuáticas, adoptada el 2 de febrero de 1971,  ratificado por la Ley 357 de 1997.
- La Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Fauna y Flora Silvestres, 
adoptada el 3 de enero de 1973, ratificado por la Ley 17 de 1981. 
- El Protocolo de Montreal, adoptado el 16 de septiembre de 1987. Establece disposiciones relativas a 
sustancias agotadoras de la capa de ozono, ratificado por la Ley 29 de 1992 
- El Convenio de Viena, adoptado el 22 de marzo de 1985 que promueve la eliminación gradual de las 
sustancias que agotan la capa de ozono, ratificado por la Ley 30 de 1990. 
- El Convenio de Basilea, adoptado el 22 de marzo de 1989 sobre el control de los movimientos 
transfronterizos de los desechos peligrosos y su eliminación, ratificado por la Ley 253 de 1996.  
- La Declaración de Río de Janeiro sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, adoptada el 5 de junio de 
1992 . Dispuso en su Principio 10 que el mejor modo de tratar las cuestiones ambientales es con la participación 
de todos los ciudadanos interesados, para lo que todas las personas deberán tener acceso adecuado a la 
información ambiental, así como la oportunidad de participar en los procesos de adopción de decisiones y el 
acceso efectivo a los procedimientos judiciales y administrativos.
- La Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático, adoptada el 9 de mayo de 
1992, para estabilizar las concentraciones de gases de efecto invernadero en la atmósfera con el fin de impedir 
interferencias antropogénicas peligrosas en el sistema climático, ratificada por la Ley 164 de 1994. 
- El Convenio sobre la Diversidad Biológica, adoptado el 5 de junio de 1992,  sobre la conservación de 
la biodiversidad, el uso sostenible de sus componentes y la participación justa y equitativa de los beneficios 
resultantes de la utilización de los recursos genéticos, ratificado por la Ley 165 de 1994. 
- La Convención de las Naciones Unidas de lucha contra la desertificación en los países afectados por 
sequía grave o desertificación, adoptada el 17 de junio de 1994, ratificado por la Ley 461 de 1998.
- El Protocolo de Kyoto de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático, 
adoptado el 11 de diciembre 1997, relativo a la reducción de las emisiones de gases con efecto invernadero, 
ratificado por la Ley 629 de 2000. 
- El Convenio de Rotterdam para la Aplicación del Procedimiento de Consentimiento Fundamentado 
previo a ciertos Plaguicidas y Productos Químicos Peligrosos, Objeto de Comercio Internacional, adoptado el 
10 de septiembre de 1998, ratificado por la Ley 1159 de 2007. 
- El Convenio de Estocolmo sobre Contaminantes Orgánicos Persistentes, adoptado el 22 de mayo de 
2001, tiene como objetivo proteger la salud humana y el medio ambiente frente a los contaminantes orgánicos 
persistentes, ratificado por la Ley 994 de 2005. 
- El Convenio de Minamata, adoptado el 10 de octubre de 2013, para proteger la salud humana y el 
medio ambiente de las emisiones y liberaciones antropogénicas del mercurio y sus compuestos, ratificado por 
la Ley 1892 de 2018. 
- El Acuerdo de París, adoptado el 12 de diciembre de 2015, tiene como objetivo promover esfuerzos 
adicionales que hagan posible que el calentamiento global no supere los 1,5ºC, ratificado por la Ley 1844 de 
2017.
- La Agenda 2030, adoptada el de 2015, esta constituye un llamamiento universal a la acción para poner 
fin a la pobreza, proteger el planeta y mejorar las vidas y las perspectivas de las personas en todo el mundo, 
incorporada en la Ley 1955 de 2019 por el cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022. “Pacto 
por Colombia, Pacto por la Equidad”.
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CONCEPTO JURÍDICO DEL MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO AL 
TEXTO DE PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE DEL PROYECTO DE LEY NÚMERO 

325 DE 2022 DEL SENADO Y 441 DE 2022 DE LA CÁMARA

por medio del cual se establece la vigencia permanente del Decreto Legislativo 806 de 2020 y se adoptan 
medidas para implementar las tecnologías de la información y las comunicaciones en las actuaciones 
judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia y 

se dictan otras disposiciones.

 
2.  Despacho del Viceministro General 
 

 
 

Radicado entrada  
No. Expediente 17591/2022/OFI 

 
 
Asunto: Comentarios al texto de ponencia para segundo debate del Proyecto de Ley No. 
325 de 2022 del Senado y 441 de 2022 de la Cámara Por medio del cual se establece la 
vigencia permanente del Decreto Legislativo 806 de 2020 y se adoptan medidas para 
implementar las tecnologías de la información y las comunicaciones en las actuaciones 
judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del 
servicio de justicia y se dictan otras disposiciones  
 

                                                 

Radicado: 2-2022-020566

Bogotá D.C., 17 de mayo de 2022 11:04
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